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USURA. PROCEDIMIENTO QUE DEBE REALIZAR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
CUANDO LA AUTORIDAD RESPONSABLE OMITE ESTUDIAR SU POSIBLE ACTUALIZACIÓN, 
ATENTO AL PRINCIPIO DE EXHAUSTIVIDAD. 
Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, están obligadas a proteger los derechos 
humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte. Uno de esos derechos tutelados es el de la 
propiedad privada, siendo la prohibición de la explotación del hombre por el hombre en su modalidad de 
usura, una de las maneras de garantizar su ejercicio. En este tenor, los Jueces de instancia o, en su 
defecto, los tribunales de alzada -en los casos en que proceda la apelación- deben analizar ex officio si 
los intereses pactados por los contratantes constituyen o no usura, atento a los parámetros objetivos y al 
elemento subjetivo a los cuales hizo mención la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver la contradicción de tesis 350/2013 y, de considerarlos usurarios, reducir 
prudencialmente la tasa de interés pactada. Ahora bien, en caso de que el juzgador responsable omita 
estudiar la posible actualización de usura, si el Tribunal Colegiado de Circuito advierte indiciariamente un 
pacto usurario en la fijación de la tasa mencionada, debe concederse el amparo, para el efecto de que la 
autoridad responsable repare la violación apuntada y cumpla con el principio de exhaustividad por medio 
de dicho análisis, al tenor de los parámetros establecidos en las jurisprudencias 1a./J. 46/2014 (10a.) y 
1a./J. 47/2014 (10a.), de la Primera Sala de nuestro Máximo Tribunal, sin que de ninguna manera, 
implique que el tribunal se pronuncie sobre la invalidez o validez de que tal porcentaje fuera usurario, en 
razón de que ello es materia de fondo que corresponderá a la responsable. Dicho estudio a efectuar por 
la autoridad responsable, lo realizará con libertad de jurisdicción, para esclarecer si los intereses 
constituyen o no usura, precisándole la innecesaria actualización de todos los parámetros-guía objetivos 
y del elemento subjetivo, para concluir la existencia de la explotación del hombre por el hombre, en su 
modalidad de usura. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
Amparo directo 415/2017. Felipe García Rodríguez. 17 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: José 
Manuel De Alba De Alba. Secretario: Lucio Huesca Ballesteros. 
Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 350/2013 y las tesis de jurisprudencia 
1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), de títulos y subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA 
LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. 
INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR ADVIERTE 
QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE OFICIO, 
REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE." citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 349, 400 y 402, respectivamente. 
En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial 1a./J. 53/2016 (10a.), de título y 
subtítulo: "USURA. CUANDO EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ADVIERTA DE MANERA INDICIARIA SU 
POSIBLE CONFIGURACIÓN SIN QUE ESE TÓPICO HAYA SIDO OBJETO DE ANÁLISIS DURANTE EL JUICIO, 
DEBE CONCEDER EL AMPARO PARA QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE EXAMINE LO CONDUCENTE AL 
TENOR DE LOS PARÁMETROS ESTABLECIDOS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, página 879. 
 



Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 
Época: Décima Época  
Registro: 2016120  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de enero de 2018 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.3o.C.308 C (10a.)  
 
RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES. SU DIFERENCIA CON EL PROCEDIMIENTO DE 
EXTRADICIÓN. 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 38/2011, de 
rubro: "ORDEN DE DETENCIÓN CON FINES DE EXTRADICIÓN. EFECTOS DE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL OTORGADA CONTRA SU EJECUCIÓN.", estableció que la extradición es el acto 
mediante el cual un Estado hace entrega de una persona que está en su territorio a otro Estado que la 
reclama por tener el carácter de inculpada, procesada o convicta por la comisión de un delito, a fin de 
que sea sometida a juicio o recluida para cumplir con la pena impuesta, donde es indudable que el acto 
reclamado, consistente en la orden de detención con fines de extradición, que de ejecutarse afectaría 
material y temporalmente la libertad de la persona cuya extradición se reclama y, por ello, procede 
conceder la suspensión de su ejecución, conforme a las normas que rigen dicha extradición. En tal virtud, 
conforme al artículo 17, primer párrafo, de la Ley de Extradición Internacional, en el momento en que se 
manifiesta la intención de presentar la petición formal para la extradición de una persona, se requiere que 
el Estado solicitante únicamente exprese el delito por el cual solicita la extradición y manifieste que 
contra el sujeto reclamado existe una orden de aprehensión emanada de autoridad competente. De ahí 
que, acorde con el artículo 136 de la Ley de Amparo, la suspensión provisional que contra dicho acto se 
otorgue, sólo producirá el efecto de que el quejoso, en su momento, sea puesto a disposición del tribunal 
de amparo, en lo que corresponde a su libertad personal en el lugar en que sea recluido y a disposición 
del Juez responsable para la continuación del procedimiento de extradición. En cambio, en el 
procedimiento de restitución internacional de menores el Estado entra a escena con la finalidad de 
auxiliar a los padres para que el menor sea localizado e ingresado de nueva cuenta y a la mayor 
brevedad posible a su seno familiar habitual, procurando hacerlo con el menor daño posible. Lo anterior, 
toda vez que el Estado, como estructura jurídica creada para asegurar el respeto y garantía de los 
derechos humanos, es el obligado permanente de velar porque la familia y la sociedad satisfagan los 
derechos de los niños, además de ser el coadyuvante y subsidiario principal de las obligaciones que no 
pueden ser cumplidas por la familia y la sociedad, así como el garante permanente de que éstas no 
violen, afecten, ni vulneren los derechos de los que todos los niños son titulares. En este contexto, la 
clara diferencia sustancial entre un procedimiento de extradición y uno de restitución internacional de 
menores, es que el primero tiene como finalidad evitar la sustracción de la justicia y el segundo busca la 
protección del interés superior del menor que ha sido sustraído de su seno familiar. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 178/2017. 31 de mayo de 2017. Mayoría de votos. Disidente: Francisco Javier 
Sandoval López. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretarios: Greta Lozada Amezcua y 
Adolfo Almazán Lara. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 38/2011 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 172. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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REPRESENTACIÓN APARENTE Y MANDATO. APLICACIÓN DE LA TEORÍA DE LA APARIENCIA DE 
DERECHO. 
La teoría de la apariencia de derecho sostiene que la apariencia es susceptible de producir el mismo 
efecto que la realidad, es decir, dar efectos jurídicos a lo que no es real sino aparente. Esta teoría ha sido 
reconocida en el Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, en el Código 
de Comercio y en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, entre otros casos: Cuando 
prescribe que el matrimonio putativo celebrado de buena fe produce efectos civiles con igual plenitud que 
el matrimonio válido (artículo 255 del Código Civil mencionado); al atribuir eficacia jurídica a las 
enajenaciones consentidas por los herederos de un ausente, aunque después llegare éste a presentarse 
(artículo 708 ídem); cuando admite que determinados actos del heredero aparente son válidos, siempre 
en el supuesto de que el contratante haya obrado de buena fe, esto es, regula los efectos jurídicos de un 
caso de disposición por un heredero aparente (artículo 1343 ídem); al otorgar parecida validez a las 
sociedades de hecho, en orden a los actos por ellas realizados (artículo 2691 ídem); cuando prohíbe la 
reivindicación de cosas muebles adquiridas a non domino, en las circunstancias previstas en el artículo 
799 del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México; asimismo, al afirmar en 
el artículo 2266 la validez de la venta que primero se haya registrado; igualmente, cuando a pesar de la 
declaración de nulidad de un acto simulado, prohíbe la restitución de la cosa o derecho a quien 
pertenezcan, si éstos han pasado a título oneroso a un tercero de buena fe (artículo 2184 ídem); cuando 
declara obligatorias para el principal las operaciones verificadas por el factor en las condiciones que 
indican los artículos 315 y 320 del Código de Comercio, con todo y que el segundo haya en realidad 
carecido de facultad para representarlo; cuando al que figura como representado por el suscriptor de un 
título de crédito, le prohíbe invocar la excepción que consagra la fracción III del artículo 8o. de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, por encontrarse aquél en la situación prevista por el 
diverso 11 del mismo ordenamiento. Ahora bien, no hay razón para limitar este principio a los casos 
expresamente establecidos en el texto de la ley, sino que es dable extenderlo por medio de la analogía. 
En ese sentido, debe considerarse que no existe obstáculo alguno para trasladar el principio en cuestión 
a la figura del mandato que consagra en su título noveno el Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, dado que no hay disposición o precepto que lo prohíba y sí, en cambio, existe 
la necesidad de proteger a los terceros de buena fe que hayan confiado en la representación con motivo 
de actos u omisiones del supuesto mandante, de los que razonablemente se infiera su aptitud para hacer 
creer en la existencia de la representación. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 416/2015. Jorge Carlos Ancona Guzmán. 23 de septiembre de 2015. Unanimidad de 
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. LA OMISIÓN DE ACOMPAÑAR A LA DEMANDA COPIA SIMPLE 
DEL REGISTRO FEDERAL DE CONTRIBUYENTES, NO JUSTIFICA SU DESECHAMIENTO, SINO LA 
PREVENCIÓN POR UNA SOLA OCASIÓN EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1380 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, VIGENTE A PARTIR DEL 26 DE ENERO DE 2017. 
La expresión en la demanda y la exhibición que con ella se haga del Registro Federal de Contribuyentes, 
en cumplimiento de los artículos 1061, fracción V y 1378, fracción II, del Código de Comercio, constituye 
un requisito de naturaleza exclusivamente formal, pues no atañe a los aspectos de fondo de la acción 
intentada, ni a los presupuestos procesales; ya que la única finalidad que el legislador atribuyó a ese 
requisito, como lo evidencia el respectivo proceso legislativo, fue facilitar la identificación de las 
personas; evitar los problemas que genere la homonimia en los nombres de las partes y, en su 
oportunidad, la ejecución de los fallos, conclusión que se robustece de tomar en cuenta que la reserva 
establecida en el diverso artículo 1380, para limitar el desechamiento o desestimación de una demanda, 
en el caso en que el actor manifieste que no cuenta con Registro Federal de Contribuyentes, por no tener 
obligación legal de encontrarse en dicho registro, se incluyó en un precepto que hace alusión a la 
facultad del juzgador de prevenir al actor ante alguna irregularidad en su demanda, de donde se sigue 
que no cabría desecharla, luego de que se le haga una prevención al actor para que exprese su Registro 
Federal de Contribuyentes y para que exhiba una copia simple de ese dato, si el interesado manifiesta 
bajo protesta de decir verdad que no cuenta con él por no estar obligado a encontrarse en el padrón 
respectivo; de modo que, quien sí tiene ese dato, pero no lo expresó en su demanda ni exhibió copia 
simple de él, también puede y debe ser prevenido, por una sola ocasión, en los términos del artículo 
1380 citado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 389/2017. Omniarrenda, S.A. de C.V., S.F. de O.M., Entidad no Regulada. 25 de agosto 
de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Flores Jiménez. Secretario: Jesús Antonio 
Rentería Ceballos. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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DESISTIMIENTO DE LA DEMANDA EN UN JUICIO CIVIL ORDINARIO. TODO LO ACTUADO CON 
POSTERIORIDAD AL AUTO EN QUE AQUÉL SE PROVEA DE CONFORMIDAD POR EL JUEZ DE LA 
CAUSA, COMO LA DECISIÓN INTERLOCUTORIA DE UN INCIDENTE DE NULIDAD DE 
ACTUACIONES, SE UBICA DENTRO DE LA HIPÓTESIS DE PROCEDENCIA DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE LA MATERIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 
De acuerdo con el artículo 29 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, el 
desistimiento de la demanda sólo importa la pérdida de la instancia y requiere el consentimiento del 
demandado, lo que produce, en todos los casos, el efecto de que las cosas vuelvan al estado que tenían 
antes de la presentación de la demanda y obliga al que lo hizo a pagar las costas, así como los daños y 
perjuicios a la contraparte, salvo convenio en contrario; esto es, no existe cosa juzgada, ni sentencia que 
ejecutar. Tal desistimiento, para los efectos del juicio de amparo, constituye una manera de concluir un 
juicio; tan es así que el efecto de aquél, es hacer que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la 
presentación de la demanda, es decir, aunque no se decida el juicio en lo principal, se da por concluido. 
Con base en lo anterior, se concluye que todo lo actuado con posterioridad al auto en que el 
desistimiento se provea de conformidad por el Juez de la causa, como puede ser la decisión 
interlocutoria de un incidente de nulidad de actuaciones, se ubica dentro de la hipótesis de procedencia 
del juicio de amparo indirecto establecida en el artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo, ya que son 
actos pronunciados después de concluido el juicio, pero no en ejecución de sentencia pues, se reitera, 
no existe cosa juzgada, ni resolución que ejecutar. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Queja 72/2016. Jorge González Gallo. 15 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo 
Domínguez. Secretario: Manuel Ayala Reyes. 
 
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 3 de febrero de 2017 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2194, se publica 
nuevamente con la modificación en el subtítulo y texto que el propio tribunal ordena sobre la tesis 
originalmente enviada. 
 
Esta tesis se republicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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ACCIÓN HIPOTECARIA EXCLUSIVAMENTE EN CONTRA DEL GARANTE. ES PROCEDENTE Y SE 
DIRIGE CONTRA LOS BIENES, NO CONTRA LA PERSONA. 
Cuando se demanda en el juicio hipotecario el cumplimiento de una obligación de pago y, por ello, que se 
haga efectiva la garantía, siendo el sujeto pasivo de una y otra la misma persona, lógicamente no existe 
conflicto por el ejercicio de ambas acciones, pues contra el demandado se deduce tanto la acción 
personal de pago, como la real hipotecaria; en cambio, cuando el sujeto pasivo es distinto en la segunda, 
respecto a la primera, sea porque quien constituyó la hipoteca es un tercero o porque los bienes 
hipotecados pasaron a poder de otro, es legalmente procedente que el acreedor, si así lo decide y sin 
necesidad de agotar previamente la acción personal o de crédito, entable la acción real persecutoria 
contra el garante hipotecario o el tercer poseedor, pues nada obstaculiza hacerlo así, porque si entabla 
exclusivamente la acción real hipotecaria, lo que está exigiendo es la venta del bien para satisfacer el 
pago, no en función del cumplimiento de la obligación personal, sino por la acción real que nace para el 
acreedor, ya sea frente al garante o el poseedor del bien hipotecado, y así debe entenderse conforme a 
lo prescrito por los artículos 12 y 468 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, al establecer que se tramitará en la vía especial hipotecaria todo 
juicio que tenga por objeto el pago o prelación del crédito que la hipoteca garantice. Además, porque con 
arreglo a lo previsto en el primero de los preceptos en cita, la acción hipotecaria para obtener el pago 
que la hipoteca garantice se intentará y procederá contra el poseedor a título de dueño del fundo 
hipotecado, es decir, frente a quien adquiere el bien después de gravado con la hipoteca, lo que confirma 
el derecho del acreedor de intentar la acción real hipotecaria contra el que posee originalmente, como el 
garante hipotecario; en la inteligencia de que si bien el garante o el tercer poseedor no son sujetos 
pasivos de la obligación de pago, y la acción se dirige contra los bienes, necesariamente han de figurar 
aquéllos como demandados, en razón de no poder prescindirse de un elemento personal procesalmente 
pasivo, por virtud del cual es preciso dirigir el procedimiento contra alguien que, en el caso, lo es el 
garante hipotecario, o el tercer poseedor, sin que ello implique considerar a éstos como obligados, ya 
que al hablar de sujeto pasivo lo que se busca es identificar procesalmente a quien habrá de tolerar o 
sufrir los efectos de la acción real, en cuanto propietario de la cosa hipotecada, no en cuanto deudor de 
la obligación contraída. A la misma conclusión se llega atendiendo al texto de los artículos 3 y 31 de la 
ley en consulta, ya que del primero de esos dispositivos se desprende que las acciones reales se dan y 
se ejercitan contra el que tiene en su poder la cosa, siendo dato relevante que: "se da (la acción real) 
contra el que tiene en su poder la cosa y tiene obligación real."; en tanto la segunda disposición, que 
impone al interesado el deber de intentar simultáneamente las acciones que se tengan contra una misma 
persona, respecto de una misma cosa y que provengan de una misma causa, no llega a afectar al 
acreedor hipotecario, ya que éste puede separar su acción personal de la real, bien sea cuando el 
demandado resulte el mismo sujeto pasivo en ambas obligaciones, o se trate de sujetos distintos, porque 
al separar la acción real e intentar la personal, ninguna se extingue, en virtud de que las acciones tienen 
causas diferentes y se refieren a cosas o prestaciones distintas. La acción real hipotecaria se dirige, 
pues, contra los bienes, no contra la persona, ya que no es propiamente el cumplimiento de la obligación 
de pago, derivada del vínculo contractual, lo que el acreedor exige, sino que a través de dicha acción lo 
que está reclamando es el remate del bien que fue hipotecado como garantía, para que con su producto 
se satisfaga el crédito. 



OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 237/2017. Bankaool, S.A., I.B.M. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. 
Marcos Valdés. Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo. 
Esta tesis se publicó el viernes 26 de enero de 2018 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación. 


